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PRESENTACIÓN 

Desde sus inicios, la Asociación de Desarro-
llo Económico Social Santa Marta (ADES) ha 
mantenido en el primer nivel de importan-
cia la reivindicación de los  Derechos Hu-
manos (DDHH), entendiendo que ésta es la 
base para una participación activa y propo-
sitiva de todas y todos.  

Esta línea estratégica de trabajo se ha 
desarrollado por medio de la ejecución de 
diversos esfuerzos tanto formativos, pro-
ductivos, organizativos y de infraestructura 
que permiten que las comunidades acce-
dan a servicios y gocen de Derechos funda-
mentales como la salud, la educación, la 
vivienda digna, una alimentación de cali-
dad, el agua y el medio ambiente sano.  

Indudablemente, los DDHH son una reali-
dad siempre y cuando existan personas que 
los promuevan y defiendan en su día a día, 
a nivel individual o a través del trabajo or-
ganizativo. Pero, esta fundamental labor 
para el desarrollo humano integral tiene un 
riesgo: las Defensoras y Defensores se en-
frentan a agresiones y violaciones, ante el 
incumplimiento de la responsabilidad del 
Estado en su protección. Por ello, en 2010, 
a raíz del ataque directo que enfrentaban 
nuestras organizaciones y comunidades en 
resistencia contra los proyectos de muerte, 
nació la Defensoría del Pueblo como una 
necesidad urgente de potenciar el tema de 
DDHH y la protección de las Defensoras y 
Defensores.  

Si bien hoy en día, el contexto parece dife-
rente y la violencia se etiqueta como 
“común” y ya no como “política” por de-
fender DDHH, nuestra labor en y desde el 
territorio nos indica que el riesgo para 
quienes defendemos este territorio de las 
empresas extractivistas y sus operadores 
políticos es aún alto. Ejemplo de ello es 
que aún no se resuelve el proceso ante el 
Centro Internacional de Arreglo de Diferen-
cias relativas a Inversiones (CIADI) del Ban-
co Mundial (BM) entre el Estado salvadore-

ño y la empresa Pacific Rim/Oceana Gold 
habiendo llegado a ser el juicio más largo 
de la historia de esta institución, al mismo 
tiempo que la Fundación El Dorado (de la 
empresa minera) avanza en su estrategia 
de penetración y cooptación de voluntades 
en las comunidades.  

Mientras seguimos exigiendo justicia y no 
más impunidad por los asesinatos de la 
compañera Dora Sorto y los compañeros 
Marcelo y Ramiro Rivera, aunamos nuestras 
voces a nivel regional e internacional para 
demandar justicia por el asesinato de Ber-
ta Cáceres, líder del Consejo Cívico de Or-
ganizaciones Populares e Indígenas de Hon-
duras, Defensora de DDHH, luchadora, 
compañera y amiga de la comunidad Santa 
Marta desde el tiempo del exilio en los 
campos de refugiados, y exigimos la anula-
ción de toda licencia de exploración y ex-
plotación de bienes comunes en El Salva-
dor, Honduras,  Guatemala y en todo el 
continente.   

Seguimos y seguiremos defendiendo nues-
tro derecho a vivir en nuestro territorio y 
seguiremos defendiendo que este territorio 
sea libre de minería y de violencia contra 
las mujeres, con agua limpia, con salud in-
tegral, con una educación de calidad para 
todas y todos. Y queremos defenderlo de 
forma protegida y segura. Por eso la im-
portancia de este informe que nos ayuda a 
revelar la fotografía del estado de la labor 
de defensa de DDHH en nuestro departa-
mento, con el objetivo de mejorar nues-
tras acciones de incidencia y acompaña-
miento.  

 

Vidalina Morales 
Presidenta de ADES Santa Marta  



INTRODUCCIÓN 

La Asociación de Desarrollo Económico Social Santa Marta 
(ADES) presenta el informe sobre la situación de los DDHH en 
el departamento de Cabañas, a partir de los reportes por vio-
laciones individuales y colectivas y las denuncias por agresio-
nes a Defensoras y Defensores de DDHH registrados por la De-
fensoría del Pueblo desde enero 2015 hasta abril 2016.  

El informe está formado por un primer capítulo que describe 
los objetivos, los ejes de trabajo, la misión de Defensoría del 
Pueblo en acompañar a las personas, organizaciones, comuni-
dades que defienden DDHH.  Además, queremos enseñar un 
ejemplo positivo de buena práctica en la incidencia de Defen-
sores y Defensoras comunitarios organizados para la promoción 
del Derecho a la Salud a través de la articulación con el Foro 
Nacional de Salud (FNS).  

En el segundo capítulo, aborda una reflexión, sin pretensión de 
ser exhaustiva, sobre un elemento importante que está limi-
tando la labor de promoción y defensa de los DDHH:  la divi-
sión comunitaria, entendida como una estrategia premeditada 
para desmovilizar la participación pública en la gestión, pro-
tección del territorio, y promoción de una verdadera justicia 
ambiental y social.  Cerramos el capítulo con unas recomenda-
ciones generales a los varios actores involucrados.  

El tercer capítulo muestra los análisis estadísticos a partir de 
las denuncias recibidas por la Defensoría del Pueblo en el pe-
riodo  entre el mes de enero de 2015, al mes de abril de 2016 
(ambos incluidos) y que forman parte de la base de datos de 
esta unidad de ADES Santa Marta.  El análisis consta de una re-
flexión general y de una específica por cada una de las tres 
categorías en las cuales clasificamos las denuncias recibidas: 
agresiones contra Defensoras y Defensores de DDHH (a nivel 
individual o colectivo)  a raíz de la labor de defensa que reali-
zan; violaciones de DDHH a nivel colectivo (comunitario u or-
ganizativo); violaciones de DDHH a nivel individual.  Amplia-
mos el análisis con dos estudios específicos: las agresiones 
contra mujeres Defensoras de DDHH en el Municipio de Victo-
ria y las agresiones contra las Defensoras y los Defensores de la 
Justicia y la Memoria Histórica. 

Terminamos el informe con las conclusiones y un posiciona-
miento frente al contexto nacional y regional y la coyuntura 
actual de la defensa y promoción de los DDHH y la protección 
de las personas Defensoras en Cabañas.  



CAPITULO I 

LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

1.1 ¿QUÉ PUEDE HACER LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO? 

En la Defensoría acompañamos a las personas 
que promueven o defienden uno o más DDHH  
de forma individual y organizada, y de manera 
no violenta. Lo realizamos en cuatro ejes. 

En el eje de formación, a través del desarrollo 
de escuelas de DDHH  y libertades fundamenta-
les para jóvenes, líderes y lideresas,  y a través 
de procesos de formación en protección de 
personas Defensoras: cómo reconocer, analizar 
y  reducir el riesgo que corremos cuando de-
fendemos DDHH.  En el eje de acompañamien-
to integral en caso de violaciones de DDHH o 
agresiones a Defensores y Defensoras.  En el 
eje de incidencia política a través de la comu-
nicación y labor con instituciones del Estado 
para garantizar el cumplimiento de los dere-
chos y libertades fundamentales. Finalmente, 
en el eje de comunicación a través de cuñas 
radiales, y la  participación - cuando necesario 

- en programas de las radios comunitarias, co-
municados, afiches y otros materiales. 

 En nuestro proceso continuo de reflexión, 
práctica, evaluación, en 2015 hemos adoptado 
el enfoque del acompañamiento integra” para 
dar más y mejor respuesta a los casos que se 
presentan, tanto individuales como colectivos 
o comunitarios.  

El acompañamiento integral implica, ante to-
do, una atención cercana y empática: hacer 
sentir a las personas que no están solas (que es 
uno de los factores que inhiben la denuncia 
institucional o pública) y reflexionar con ella 
su papel en la defensa de los DDHH para que se 
identifiquen con ello. Cuando son casos indivi-
duales  es importante reflexionar para recono-
cer que sus acciones pueden trascender lo indi-
vidual para beneficiar lo colectivo.  
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El acompañamiento integral se basa en eva-
luar, junto con las personas, una estrategia 
que, según las características  y necesidades 
del caso, se articule en diferentes acciones, 
por ejemplo: 

Denuncia ante las instituciones estatales, 
Procuraduría de los Derechos Humanos 
(PDDH),   Fiscalía General de la República 
(FGR), Policía Nacional Civil (PNC), Juzgado 
de Paz, etc. 

Denuncia internacional. 
Denuncia pública a través de la radio comu-

nitaria o en las redes sociales. 
Incidencia política a nivel local, nacional o 

internacional. 
Asesoría legal (civil o penal, de denuncia o 

de defensa). 
Derivación para atención y seguimiento psi-

cosocial individual o colectivo.  
Formación en estrategia de protección colec-

tiva y medidas de seguridad. 

Es fundamental denunciar las agresiones o vio-
laciones de derechos para poder visibilizar si-
tuaciones de injusticia social, combatir la im-
punidad y dar vida a procesos democráticos. Si 
se requiere se puede denunciar de forma anó-
nima ante las autoridades competentes, como 
la PDDH. En el caso de agresiones contra muje-
res:  el Instituto Salvadoreño para El Desarrollo 
de la Mujer (ISDEMU), la Unidad Institucional 
Especializada de Atención a las Mujeres en si-
tuación de violencia (UNI MUJER-ODAC)  

También es importante conseguir la moviliza-
ción de la población y la denuncia pública a 
través de conferencias de prensa, programas 
de radio, realización de acciones urgentes que 

CAPITULO I - LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

lleguen tanto al ámbito nacional como al inter-
nacional, buscando organizaciones e institucio-
nes aliadas que también apoyan la defensa de 
los DDHH. 

Defender DDHH es un derecho en sí y también 
una responsabilidad que desempeñamos  para 
que la colectividad, la comunidad local o na-
cional pueda beneficiarse de ellos.1 

Habitualmente vamos a tocar los intereses de 
actores poderosos e influyentes que pretenden 
sacar su provecho particular por encima del 
bien común. A veces estos actores no dudan en 
actuar de forma violenta, tanto en la violación 
de los DDHH como en querer parar la labor de 
las y los Defensores.  

Por lo tanto, aunque nuestra acción para la 
promoción y la defensa de los DDHH es muy 
legitima, legal y apoyada por la comunidad, no 
está exenta de riesgos. Pero el riesgo de que 
pase algo que nos produzca un daño, y la medi-
da en que ese daño nos va a afectar NO es 
igual para todo el mundo ni permanece invaria-
da en el tiempo. Es diferente si vivimos en el 
caserío o en la cabecera municipal, si somos 
parte de una organización o no, etc. y princi-
palmente si somos mujeres u hombres. 

Las Defensoras enfrentamos un doble riesgo: 
por el contexto patriarcal y machista estamos 
expuestas a los diferentes tipos de violencia 
contra las mujeres, y por la labor que realiza-
mos. Muchas veces  resulta difícil distinguir el 
uno del otro porque la violencia contra las mu-
jeres y la violencia política convergen, se in-
terrelacionan y complementan.  

_________________ 

1. Los siguientes dos párrafos están basados en 

UDEFEGUA, Protection International (2013), 

Cuaderno de Protección 4 – Protegiendo tu 

vida, mi vida, nuestra vida , Guatemala. Y 

UDEFEGUA, Protection International (2012), 

Cuidándonos. Guía de Protección para Defen-

soras y Defensores de Derechos Humanos en 

Áreas Rurales, Guatemala. 
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Para manejar o enfrentar ese riesgo, nos pre-
paramos desarrollando una estrategia de pro-
tección. El objetivo de nuestra estrategia es 
seguir trabajando en la defensa de los DDHH, 
de forma segura.  

La idea de la estrategia es que sea difícil y cos-
toso atacarnos por parte de quienes nos ame-
nazan. Para eso es necesario poner en práctica 
una serie de medidas de seguridad que permi-
tan resguardar nuestra vida y así continuar 
ejerciendo nuestro derecho a defender DDHH. 

Para poder tomar las medidas de protección 
adecuadas necesitamos tener cuanta más in-
formación certera sobre lo que está pasando, 
socializarla y analizarla con nuestra asociación 
o comunidad. También tenemos que analizar la 
realidad, nuestras dificultades y fortalezas del 
momento, cuáles son los aspectos que pode-
mos tomar a nuestro favor para conseguir 
nuestro objetivo.  

Todo lo anterior debemos siempre analizarlo 
desde la perspectiva de género.  

Las experiencias de las y los Defensores de El 

Salvador y de otros países, en años del conflic-
to armado y en las resistencias más recientes, 
nos enseñan que juntas y juntos, de manera 
colectiva, somos más fuertes y por eso nos po-
demos proteger de manera más organizada y 
eficaz. 

Ante los ataques y amenazas la mejor respues-
ta y forma de enfrentarlos es el fortalecimien-
to de capacidades y espacios de articulación 
de la población para responder de forma con-
creta, clara y a tiempo ante lo que suceda, así 
como la difusión masiva por los medios de co-
municación posibles de los diversos escenarios 
de amenazas que se presenten en la zona de 
acompañamiento.  

La movilización de la población, la denuncia 
pública oportuna por medio de conferencias de 
prensa, programas de radio, realización de ac-
ciones urgentes vía internet a nivel nacional e 
internacional y visitas a embajadas radicadas 
en el país y a instituciones del gobierno son 
acciones que ayudan también a neutralizar y 
mantener en el plano de discusión nacional la 
defensa de los DDHH. 

“A veces las defensoras generan más hostilidad que sus colegas hombres porque como defensoras de derechos 
humanos cuestionan las normas culturales, religiosas o sociales sobre lo femenino y el papel de las mujeres en 
un país o sociedad determinado. En este contexto, posiblemente enfrentan violaciones a los derechos humanos 
no sólo por defenderlos sino también en razón de y el hecho de que su trabajo contraviene estereotipos socia-
les como la pasividad de la mujer, o reta las ideas de la sociedad sobre el estatus de la mujer.” (Hina Jilani, 
Especial del Secretario General sobre la situación de los defensores de los derechos humanos. Informe del 27 

de Febrero de 2002. p. 23 

CAPITULO I - LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
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 1.2 UN EJEMPLO POSITIVO DE INCIDENCIA POLÍTICA: 

EL TRABAJO DEL FORO NACIONAL DE SALUD EN CABAÑAS 

En el marco de la promoción del Derecho Hu-

mano a la Salud en Cabañas,  ADES se ha aliado 
política y estratégicamente con el Foro Nacio-
nal de Salud (FNS)2 con el objetivo de hacer 
que la ciudadanía tenga un papel protagónico 
en la supervisión de la garantía del derecho a 
la salud integral y en la contraloría social de 
las responsabilidad de las autoridades de salud 
a nivel local, departamental y nacional. 

Por lo tanto, desde 2015 se está desarrollo de 
forma articulada con el FNS una estrategia de 
fortalecimiento organizativo de Defensoras y 
Defensores comunitarios, que empezó en junio 
2015 con un proceso de formación en temas 
relacionados con la salud integral: reforma de 
salud, participación social, determinantes de 
salud, determinación social de la salud y con-
traloría social. 

El proceso de formación culminó el 12 de No-
viembre de 2015 con la juramentación de 30 
Defensores y Defensoras comunitarios del FNS 
en el departamento de Cabañas, quienes re-
presentan a sus comunidades en 7 municipios 
del departamento en la defensa del Derecho 
Humano a la Salud. 

En el específico, dentro del trabajo que cada 
integrante del FNS realiza en el departamento 
está el velar por la no violación del derecho 
humano a la salud de la población en sus co-
munidades y garantizar que éstas reciban una 
atención de calidad y calidez de parte del per-
sonal de salud; para ello se cuenta con dife-
rentes mecanismos de denuncia ante el Minis-

terio de Salud como la denuncia directa de ca-
sos  a las autoridades correspondientes, la 
apertura de buzones de quejas y sugerencias 
en establecimientos de salud y la participación 
de las Redes Integrales e Integradas de Servi-
cios de Salud (RIIS) y las dos Microrredes que 
conforman el departamento (Microrred de Ilo-
basco y Microrred de Sensuntepeque) del Minis-
terio de Salud.  

Actualmente dentro del trabajo territorial se 
está realizando la apertura de los buzones de 
quejas y sugerencias en los Hospitales Naciona-
les de Sensuntepeque e Ilobasco, en las Unida-
des Comunitarias de Salud de Guacotecti y San 
Isidro y en la Unidad Comunitaria Familiar Es-
pecializada de Sensuntepeque.  

Además se ha realizado un ejercicio de Contra-
loría Social en el Hospital Nacional de Sensun-
tepeque en el mes de diciembre del 2015, du-
rante el cual se entrevistaron a 91 personas 
que habían recibido atención en este estable-
cimiento, los resultados del ejercicio fueron 
compartidos con el personal del hospital el 17 
de diciembre y se elaboró un plan de mejora 
en base a los resultados encontrados. 

A nivel nacional se participa en diferentes acti-

vidades como talleres de formación, foros na-
cionales, intercambios nacionales y espacios 
de participación brindados por el Ministerio de 
Salud, tales como las consultas comunitarias 
en la elaboración de instrumentos técnicos ju-
rídicos y la reciente actualización de la Políti-
ca Nacional de Salud. 

CAPITULO I - LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

______________________ 

2. Misión del FNS: “Contribuir a la generación de consensos para la toma de decisiones estratégicas que permitan transformar el sistema de salud hacia la universalidad, la equidad, 

calidad e inclusión y un abordaje intersectorial basado en los determinantes sociales, mediante un amplio proceso de participación ciudadana activa, propositiva, vigilante y perma-

nente en el marco del ejercicio del derecho a la salud”  FNS (2012)  
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CAPITULO II 

LA DIVISIÓN COMUNITARIA 

Los datos de 2015, recopilados a través del tra-
bajo organizativo que realiza ADES Santa Marta 
en las comunidades de Cabañas y San Vicente, 
destacan acciones de defensa de DDHH afecta-
das negativamente por la división del tejido 
social de las comunidades.  

Hace dos mil años, los antiguos emperadores 
romanos formularon la estrategia del “divide y 
vencerás” que planteaba que si los pueblos 
enemigos estabas divididos y enfrentados entre 
sí, era más fácil librar una guerra para con-
quistarles. Es decir, una estrategia de lucha 
que plantea que para que yo pueda obtener un 
mejor resultado es necesario o ventajoso, en 
primer lugar, romper en pequeños grupos a 
quienes podrían oponerse a mi interés indivi-
dual. En segundo lugar, evitar que estos pe-
queños grupos se vinculen entre sí y, por últi-
mo, favorecer un ambiente de choque de un 
grupo contra el otro, para que aislados cuen-

ten con menos fuerza para oponerse.  

Esta estrategia sigue estando muy vigente en 
la actualidad, en el momento en que la utili-
zan las modernas transnacionales que quieren 
explotar el territorio con las comunidades u 
organizaciones aliadas, o también algunas au-
toridades que pretenden reforzar su dominio 
caciquero en nuestros municipios.   

La estrategia funciona en todo el mundo y po-
demos notar muy bien sus consecuencias nega-
tivas en nuestras realidades más cercanas.  
Varias son las comunidades cuyos vecinos y ve-
cinas se están enfrentando entre ellos mismos 
en lugar de luchar para un bien común, como 
el derecho al agua, al medio ambiente no con-
taminado, a la salud, entre otros.  

Entre 2015 y 2016, observamos con preocupa-
ciones dos situaciones que ejemplifican esta 
estrategia:  
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CAPITULO II - LA DIVISIÓN COMUNITARIA 

En el primer caso, entre junio y agosto del 
2015 se realizaron dos asambleas comunitarias 
para la defensa del Río Titihaupa.  Especial-
mente, en la segunda asamblea observamos 
con preocupación la división entre dos grupos: 
por un lado, las personas que trabajan en la 
granja porcina El Progreso y del otro, quienes 
de  manera legal y legítima, exigen que la em-
presa no siga contaminando el Río Titihuapa.  

Fue muy evidente que a las trabajadoras y tra-
bajadores se les dio la falsa alarma de que “los 
otros” con sus reivindicaciones buscan cerrar la 
empresa y, así, hacerle perder su trabajo. Afir-
mamos que eso es totalmente falso pues nadie 
quiere que las personas queden sin empleo. 
Pero, obviamente quienes trabajan en la gran-
ja estaban muy asustadas y dirigían su miedo y 
rencor, durante la asamblea, en contra de 
aquellas y aquellos que luchan por un me-

dioambiente no contaminado. 

Infundir miedos, en esta situación de precarie-
dad laboral y empobrecimiento de las familias, 
es muy peligroso y su resultado es romper el 
tejido comunitario para impedir que todas las 
personas, sean o no contratadas por la empre-
sa, se unan para exigir un Río Titihuapa no con-
taminado. 

El segundo es el caso de la Fundación El Dorado 
establecida originalmente por Pacific Rim en 
2005, y y que es hoy la cara pública de su suce-
sora, Oceana Gold en El Salvador. Según la in-
vestigación realizada por organizaciones nacio-
nales e internacionales y recopilada en el 
“Informe- Minería, responsabilidad social em-
presarial y conflicto: Oceana Gold y la Funda-
ción El Dorado en El Salvador”. 

“La institución hace donaciones a escuelas locales, apoya clínicas de salud, ofrece clases de computación 
y de inglés y promueve la capacitación de mujeres en emprendimiento, entre otras actividades descritas 
por el informe. Estos programas y donaciones permiten a la compañía presentarse como benefactora de 
las comunidades cercanas al proyecto minero. La evidencia recogida indica claramente que el trabajo de 
la fundación busca realzar la imagen pública de la empresa minera y generar adhesión al proyecto El Do-
rado. La fundación ha generado además expectativas sobredimensionadas de oportunidades de empleo en 
el futuro. Estas actividades se proponen reducir la oposición a la minería en Cabañas, la cual se basa en 

las preocupaciones sobre sus posibles impactos negativos en el medioambiente y la salud humana. La Fun-
dación también puede aumentar los riesgos de los actores locales que se oponen a la minería. De particu-
lar atención es la amenaza de posibles acciones violentas de personas o grupos que reciben beneficios, o 
esperan recibirlos, si el proyecto minero no logra avanzar. Hay un riesgo adicional de actos de violencia 
por parte de individuos o grupos cercanos a la compañía o con intereses políticos y económicos super-

puestos.  
Las operaciones de la Fundación El Dorado presentan el potencial de exacerbar los recientes conflictos 

por la minería en Cabañas. ” (KIRSCH y MOORE, 2016: 5-6).” 
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A nivel nacional e internacional, se ha analiza-
do desde hace años la estrategia de penetra-
ción de las  empresas explotadoras de los bie-
nes naturales, que con la “cara bonita” de la 
responsabilidad social corporativa compran vo-
luntades  a través de ofertas de empleos, ser-
vicios, favores, falsas promesas o dinero, con 
ayuda de funcionarios públicos y medios de co-
municación, aprovechando de las necesidades 
básicas de las personas, con el objetivo de ma-
nipular una parte de la comunidad para que 
ésta se ponga en contra de quienes luchan por 
proteger el bien común. 

La división comunitaria se presenta con dos 
efectos principales, ante todo la ruptura del 

grupo social primario de la comunidad entendi-
da como apoyo, como ayuda mutua entre sus 
habitantes, se disgrega el grupo de vecinas y 
vecinos que comparten no sólo el territorio fí-
sico sino también el territorio político hecho 
de responsabilidades individuales y colectivas 
con el objetivo de trabajar para el buen vivir 
de la población. Se presenta entonces la pola-
rización de la misma comunidad que, en lugar 
de luchar por uno o más derechos comunes (el 
agua, el medio ambiente, la salud, la educa-
ción),  se divide en dos o más grupos que se 
enfrentan entre ellos por tener una visión dife-
rente sobre el proyecto de vida de la comuni-
dad, generalmente una visión excluye la otra.  

Analizando las denuncias y reportes, observamos que la penetración sistemática de las pandillas en las comunidades, sobre todo las comunidades que histórica-

mente se han destacado por su defensa del territorio o donde se ha logrado un importante nivel de organización, genera los mismos efectos de la división comuni-

taria inducida desde un agresor externo, entre ellos destacan el miedo y los silencios colectivos, desconfianza entre  vecinas y vecinos, entre compañeras y compa-

ñeros de las Asociaciones de Desarrollo Comunal (ADESCO), cooperativas u organizaciones, y por último provoca la lenta y negativa desmovilización de la participa-

ción política y defensa comunitaria de los DDHH. Por lo tanto, es legitimo preguntarse, y analizar más a fondo, a quién beneficia la penetración y la violencia de las 

pandillas en dichas comunidades, a quién beneficia que las comunidades estén totalmente enfocadas en su seguridad en lugar de la promoción de sus derechos, a 

quién beneficia que se dividan las organizaciones comunitarias de bases y pierdan así el control de su territorio.  

Al mismo tiempo, la inseguridad ciudadana promovida por los grupos criminales para desestabilizar al Estado y que afecta hasta las comunidades rurales aumenta 

el riesgo de las personas defensoras. Como dicho, las y los Defensores trabajan en entornos comunitarios divididos por el miedo y la desconfianza y donde la orga-

nización comunitaria representa un obstáculo para el control del territorio por parte de los grupos criminales. Además, por la falta de mecanismos de investigacio-

nes rápidas, eficaces e imparciales, las agresiones y ataques contra las y los Defensores de DD.HH. se pueden enmascarar fácilmente bajo la etiqueta de “violencia 

común”, a la cual, en muchos casos, se añade la ulterior re victimización cuando que se vinculan injustamente a las víctimas con las pandillas. 

Una comunidad divida representa una mayor 
vulnerabilidad para las personas que defienden 
los DDHH. A raíz de la división se pretende le-
gitimar la violencia contra ellas utilizando es-
tigmatizaciones morales.  Las personas afines a 
las empresas o a las autoridades suelen atacar 

a las  y los defensores verbalmente, a través 
de rumores, insultos y difamaciones. Es muy 
común que los etiqueten de “guerrilleras/os” 
o de estar “en contra del progreso, desarro-
llo”, etc., hasta llegar a amenazarles o 
atacarles físicamente. 
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En 2015, se presentaron a la Defensoría del 
Pueblo dos casos emblemáticos:  

En el primer caso ocurrió en el Caserío La Ma-
raña, Cantón Santa Rosa, Municipio Sensunte-
peque. En 2014, la Alcaldía de Sensuntepeque 
empezó la construcción del proyecto de abas-
tecimiento de agua potable en el caserío, con 
fondos de la Embajada 
del Japón, a través del 
Programa de Asis-
tencia Financiera no
-Reembolsable para 
Proyectos Comuni-
tarios de Seguridad 
Humana (APCS). Proyecto 
del cual nunca se dio la sufi-
ciente y transparente 
información a la que 
tiene derecho la comu-
nidad y que   la Asocia-
ción Ambiental La Ma-
raña (AALAM)  solicitó  
en varias ocasiones. 
Ante las legitimas du-
das sobre la calidad del 
agua AALAM, en no-
viembre 2014, encargó 
a la Facultad de Quími-
ca y Farmacia de la Uni-
versidad Nacional de 
El Salvador el análisis 
fisicoquímico y bac-
teriológico del agua 
del pozo.  

Los análisis, realiza-
dos también  en 4 pozos priva-
dos en mayo 2015, demuestran la presencia 
de cuatro elementos químicos por encima de 
la norma según el Consejo Nacional de Ciencia 
y Tecnología de El Salvador (CONACYT), en es-
pecífico: cromo, arsénico, plomo y manganeso. 
Elementos que no aparecen en los análisis rea-
lizados por la Alcaldía de Sensuntepeque y el 
Ministerio de Salud.3 

Durante estos años, miembros de la ADESCO de 
La Maraña en diferentes y repetidas ocasiones 
públicas y reuniones acusaron a AALAM y en 
específico al Presidente y Vicepresidente de la 

Asociación de haber envenenado ellos mismos 
el agua del pozo. Se acusó a AALAM de estar en 
contra del derecho al agua de las y los vecinos 
de la comunidad, fomentando peligrosamente 
el malestar generalizado de la población y la 
desconfianza contra la Asociación y sus miem-
bros.  

Ante esas acusaciones, que no son 
simples rumores sino verdaderas 
difamaciones y calumnias (por lo 

tanto son delitos) los Defensores de 
AALAM intentaron va-
rias veces aclarar con 
miembros de la ADES-
CO, pero al no lograr 

resultados algunos, el 
Presidente y Vicepre-
sidente de AALAM 

solicitaron una diligencia 
conciliatoria ante el 
Juzgado Primero de Paz 
de Sensuntepeque con 
el objetivo de pacificar 
el conflicto intraco-

munitario. La Audiencia 
de Conciliación se reali-
zó en julio 2015, y la 
resolución del Juez de 

Paz obliga al presi-
dente de la ADESCO 

a convocar una asam-
blea “a la comunidad 

para hablar con respecto 
al agua y así se aclararán 

los malos entendidos sobre el 
veneno del agua” (Acta del Juz-

gado Primero de Paz de Sensuntepe-
que, 07/07/2015) 

De no respetarse un acuerdo de conciliación, 
el Juzgado de Paz debe iniciar una investiga-
ción por el delito de desobediencia.  

Según cuando sigue reportando la Junta Direc-
tiva de AALAM, a fecha de imprenta de este 
informe (mayo 2016),  la asamblea aún no se 
ha realizado, mientras siguen las acusaciones y 
rumores contra las y los Defensores del Medio 
Ambiente para debilitar la cohesión comunita-
ria de La Maraña.  

CAPITULO II - LA DIVISIÓN COMUNITARIA 

______________________ 

3. A fecha de impresión de este informe (mayo 2016) documentamos que el pozo fue inaugurado en marzo 2016 sin la presencia de representantes del Ministerio de Salud ni de AALAM. 

El filtro de arena está instalado pero el sistema de agua aún no se ha puesto a funcionar y el agua aún no llega en las casas. Se está dando seguimiento al caso con los Ministerios e 

instituciones de Derechos Humanos y de Salud competentes.  
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Con preocupación recordamos que en 2009, en 
los mismas comunidades de La Maraña y Santa 
Rosa, la división promovida por la empresa mi-
nera Pacific Rim (ahora Oceana Gold), alrede-
dor del proyecto Santa Rita, fue el contexto 
que se utilizó de pretexto para esconder los 
asesinatos políticos de la Defensora Ambienta-
lista Dora Sorto, su bebé Enmanuel de 8 meses 
de gestación, y el Defensor Ambientalista Ra-
miro Rivera.  Tres asesinatos que 7 años des-
pués siguen impunes.  

“El clima de temor resultante de estos asesina-
tos y otros actos de violencia es todavía palpa-
ble en las comunidades actualmente” (KIRSCH 
y MOORE, 2016: 6). 

En este contexto, tanto el actuar de las autori-
dades municipales como las actividades de la 
Fundación El Dorado y Oceana Gold  “están 
sembrando la semilla de la reemergencia de la 

violencia en Cabañas” (ibídem). 

El segundo caso tuvo lugar en el Cantón La Uvi-
lla, Municipio de Victoria,  el 5 de marzo de 
2015, poco días después de las elecciones mu-
nicipales. Mientras dos jóvenes de la comuni-
dad, junto con una técnica y dos técnicos de 
ADES Santa Marta, regresaban de una actividad 
con la juventud del cantón  en la cancha de 
fútbol  fueron agredidos verbalmente por el 
líder del partido político Alianza Republicana 
Nacionalista (ARENA) de la comunidad que los 
insultó, intimidó hasta amenazarles de muerte.  

Se procedió inmediatamente a poner la denun-
cia pública a través de Radio Victoria y en la 
Fiscalía que, por ser caso urgente, lo remitió a 
la Unidad de Solución Temprana, sin embargo a 
la fecha de publicación de este informe, más 
de un año después, no hubo ninguna acción de 
investigación.  

CAPITULO II - LA DIVISIÓN COMUNITARIA 

 Las agresiones, aunque sean sólo verbales, tienen efectos psicológicos muy fuertes en 
las personas atacadas: incertidumbre y miedo, preocupaciones constantes y pueden lle-
var a hacerle pensar que no merece la pena seguir luchando por los derechos de todas y 

de todos.  

Concluyendo, para las empresas o las autorida-
des es más rentable y, podemos decir, 
“limpio” utilizar la estrategia de la división 
comunitaria para detener la labor de defensa y 
protección de las y los Defensores, puesto que 
cualquier agresión puede aparecer fácilmente 

a la luz pública y de investigaciones superficia-
les como parte de un conflicto horizontal entre 
miembros de la misma comunidad, escondien-
do los móviles políticos y la responsabilidad de 
dichas empresas o autoridades.  

A las comunidades que se mantengan unidas y organizadas, de esta forma  tendrán más capacidad para analizar 

cuál es el objetivo común que deben de perseguir y cómo alcanzarlo. 1 
A las autoridades a permanecer alertas a las señales de manipulación externa que busquen romper el tejido 

comunitario poniendo un grupo de persona contra otra, y a que sean firmes y contundentes contra quienes las 

promuevan. 2 
A las personas que defienden el agua, el  medio ambiente, la salud, educación, la tierra u otro derecho humano, a 

no caer en posibles provocaciones, a distinguir quien es el verdadero mandante de los ataques y denunciar cual-

quier agresión contra su persona por la labor que desarrollan. 3 
Responsabilizamos a los actores empresariales, fundaciones de empresas, autoridades, u otros, que con acciones 

caritativas, falsas afirmaciones, compra de voluntades, y ofertas de servicios, esconden su verdadero interés de 

debilitar la resistencia comunitaria. 4 

RECOMENDACIONES 
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CAPITULO III DENUNCIAS PRESENTADAS ANTE LA 

DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE ENERO 2015 – ABRIL 2016 

Para el presente análisis se han estudiado las 
denuncias recibidas por la Defensoría del Pue-
blo en el periodo  entre el mes de enero de 
2015 al mes de abril de 2016 (ambos incluidos) 
y que forman parte de la base de datos de esta 
unidad de ADES Santa Marta.  

El análisis consta de una reflexión general y de 
una específica por cada una de las tres catego-
rías en las cuales dividimos las denuncias reci-
bidas:  

a) Agresiones contra Defensoras y Defensores 
de DDHH (a nivel individual o colectivo)  a 
raíz de la labor de defensa que realizan. 

b) Violaciones de DDHH a nivel colectivo 
(comunitario u organizativo). 

c) Violaciones de DDHH a nivel individual. 

Muchos de los casos de los puntos b y c tienen 

como protagonistas a Defensores/as de DDHH 
sin embargo las violaciones reportadas no se 
reproducen en el contexto de su labor o a raíz 
de ella. Aunque, sin duda, siempre puede ha-
ber espacio para rectificar en el momento en 
que surjan nuevos y claros elementos que indi-
quen el contrario. 

También, es importante aclarar que por razo-
nes de seguridad y de confidencialidad no se 
difunden los nombres y aspectos de las agre-
siones que pueden ser delicados de tratar para 
las personas defensoras, sus familiares, o las 
organizaciones y comunidades. Se han excep-
tuado de esta regla aquellos casos que son de 
conocimiento público y de los cuales única-
mente se hace referencia a aquellos aspectos 
de los hechos que también pueden calificarse 
como públicos. 
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Gráfico 1.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

Entre enero 2015 y abril 2016 se ha  recibido 
un total de  22 denuncias. 12 de ellas (54%) se 
refieren a violaciones o agresiones sufridas por 
hombres, mientras  3 (13%) son contra mujeres 
y 2 (9%) contra organizaciones compuestas sólo 
por mujeres. Tanto en las agresiones individua-
les como colectivas contra mujeres, las agre-
siones presentaron un marcado componente de 
género: acoso sexual, discriminación, amena-
zas verbales de hacer daño a las y los hijos, 
hostigamiento psicológico a través del chanta-
je y abuso de poder.  

Como explicaremos en el siguiente capítulo, 

existe un sub-registro de agresiones contra mu-
jeres por diferentes razones. También, cabe 
destacar el importante trabajo que realizan en 
el departamento instituciones específicas que 
atienden situaciones de violencia contra las 
mujeres como el ISDEMU, al cual ADES Santa 
Marta sabe que puede remitir los casos   espe-
cíficos.  

También, se han atendido las denuncias de 2 
comunidades y 3 organizaciones y asociaciones  
comunitarias del departamento. Dos De dos de 
ellos ya los comentamos en el capítulo “La di-
visión comunitaria”  

Gráfico 2.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

CAPITULO III - DENUNCIAS PRESENTADAS ANTE LA DEFENSORÍA 

DEL PUEBLO DE ENERO 2015 – ABRIL 2016 
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CAPITULO III - DENUNCIAS PRESENTADAS ANTE LA DEFENSORÍA 

DEL PUEBLO DE ENERO 2015 – ABRIL 2016 

De los 22 casos, el 100% ha ocurrido en área 
rural denotando una mayor vulnerabilidad res-
pecto al área urbana. Sin embargo, para hacer 
frente a esta vulnerabilidad es necesaria una 
mayor organización que permita a las personas 
ser conscientes de las injusticias o violencias y 
brinda fuerza para poder denunciar o reportar 
los casos.   

11 de los casos ( 50% ) han ocurrido en el muni-
cipio de Victoria, principalmente en los canto-
nes de San Antonio, Santa Marta, La Bermuda y 
La Uvilla, probablemente por ser un área de 

gran incidencia y trabajo de ADES, que facilita 
el conocimiento y la confianza en la Asociación 
y en la propia Defensoría del Pueblo.  

Al Municipio de Victoria sigue Sensuntepeque 
con 7 (32%) casos que se concentran en el ca-
serío de La Maraña y el cantón Santa Rosa, re-
marcando la preocupación expresada anterior-
mente sobre el aumento de violencia y agresio-
nes contra personas que defienden el medio 
ambiente en el territorio alrededor del terreno 
que se quiere explotar como proyecto minero 
Santa Rita.  

Gráfico 3.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

De los 11 casos reportados, 8 (73%) represen-
tan agresiones individuales a personas que de-
fienden los DDHH  y 3 (27%) a colectivos.  

Como en 2014, las agresiones más frecuentes 
son parte de la categoría de ataques contra la 
integridad y la reputación que, en específico, 
incluye las calumnias y señalamientos ( 4 ca-
sos, 40%)  y amenazas (3 casos, 30%).  Éstas se 
han utilizado frecuentemente y, a veces de 
manera sutil y continuada,  para deslegitimar 
ante las y los vecinos de las comunidades y au-
toridades las palabras de denuncias o las accio-
nes de las y los Defensores. Este tipo de agre-
sión no es sólo una agresión individual, sino es 
un ataque al  derecho de libre pensamiento y 

el propio derecho de defender DDHH.  Es por 
ello que es preciso, reconocer la labor de las 
personas que se esfuerzan para que los dere-
chos se hagan realidad o defienden los que du-
ramente se consiguieron, es preciso manifestar 
abiertamente en favor de estas personas y, 
cuando nos lleguen al oído, romper los ciclos 
de rumores o calumnias en su contra  

También, se han registrado tres preocupantes 
casos;  ataques contra la vida y la integridad 
física: agresión física directa (2 casos, 20%), y 
un  secuestro de persona (1 caso, 10%), por el 
cual fue necesario tener una respuesta de 
emergencia entre la organización y las autori-
dades competentes.  
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CAPITULO III - DENUNCIAS PRESENTADAS ANTE LA DEFENSORÍA 

DEL PUEBLO DE ENERO 2015 – ABRIL 2016 

Gráfico 4.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

En el gráfico 4 notamos que son diferentes los 
derechos que defienden las personas Defenso-
ras agredidas y, en algunos casos, la agresión 
tiene la intención de obstaculizar o parar la 
integralidad de la acción de defensa.  

En general, la tendencia de agresión es contra 
personas que defienden el derecho al desarro-
llo inclusivo y participativo, el derecho al agua 
y la salud; los tres responden a una defensa 
más amplia del territorio, a poder seguir man-
teniendo el proyecto de vida de la comunidad 
en su territorio y que ese territorio no venga 
contaminado. El territorio incluye también el 
territorio cuerpo, nuestro primer territorio a 
proteger y por ello la defensa del derecho a un 
agua de calidad y al disfrute de la salud inte-
gral están fuertemente ligados.  

Sin embargo, en ese mismo territorio se en-
cuentran actores que pretenden sacar un pro-
vecho particular por encima del bien común. 

El segundo grupo de derechos defendidos cuan-
do se dieron las agresiones corresponde a los 
derechos de la juventud y niñez, de los cuales 
hablaremos en las gráficas 5 y 6. 
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DEL PUEBLO DE ENERO 2015 – ABRIL 2016 

Gráfico 5.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

Como demuestra la gráfica, las denuncias prin-
cipales se dan en el marco de violaciones al 
derecho a la salud. El artículo  65 de la Consti-
tución Política de la República de El Salvador 
prevé que la salud es un bien público. El Esta-
do y las personas están obligados a velar por su 
conservación y restablecimiento. El Estado de-
terminará la política nacional de salud y con-
trolará y supervisará su aplicación. Y esto im-
plica la salud pública e integral en las comuni-
dades rurales: la protección y promoción de la 
salud y la prevención de la enfermedad, el es-
tado sanitario y ecológico del ambiente en las 
comunidades, así como con la organización y el 
funcionamiento de los servicios de salud comu-
nitarios.  Por ello hemos acompañando a dos 
comunidades de Ilobasco y Sensuntepeque en 
tres casos ante el Ministerio de Salud tanto a 
nivel departamental como nacional, y hemos 
trabajado de la mano del Foro Nacional de Sa-
lud (ver capítulo específico sobre el Derecho a 
la Salud). 

Como en 2014, se reportaron casos de violacio-
nes de derechos colectivos e individuales 
por abusos de parte de fuerzas de seguridad 
del Estado, cuyas denuncias se pusieron 

también ante la PDDH. 

En general, en este contexto nos preocupa la 
posible reducción de facto de las garantías 
constitucionales y la constante militarización 
del territorio así como la protección integral, 
desde lo físico a lo jurídico, de las personas 
que presenten denuncias por los abusos de po-
der y violaciones de DD.HH. por parte de PNC  
o de las Fuerzas Armadas.  

En específico, en marzo 2015, un grupo de mu-
jeres organizadas en un cantón quiso reportar 
los repetidos abusos de la PNC contra sus hijos, 
hermanos, nietos. De las conversaciones se fue 
evidenciando como estos abusos afectan a las 
madres, las abuelas, las hermanas, las vecinas. 
Las mujeres manifestaban dolores físicos: de 
cabeza, de estómago, etc. producidos por el 
miedo, por la angustia. Compartían el hecho 
de estar en ansia cada vez que los jóvenes sa-
lieran de casa aún para hacer pocos metros, y 
denunciaron también el maltrato que recibie-
ron en las comisarías o de parte de los agentes 
a la hora de intentar detener un registro en 
que se estaba abusando verbal y físicamente a 
uno jóvenes.  Finalmente, los propios jóvenes 
no quisieron denunciar por miedo.  
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Los 3 asesinatos reportados corresponden a 
tres lamentables crímenes contra jóvenes 
hombres. Dos de ellos ocurrieron entre el Ca-
serío San Felipe y el Cantón Santa Marta 
(Municipio de Victoria) la noche del 12 de sep-
tiembre de 2015, las víctimas fueron Melvin 
Beltrán, estudiante, y Eduardo Méndez, coordi-
nador de teatro de la Asociación CoCoSI4, am-
bos de 19 años. El tercero ocurrió en el Cantón 
Santa Rosa (Municipio de Sensuntepeque), en 
la tarde del 11 de enero de 2016, la víctima 
fue Rául Aguilar,  menor de edad, Raúl solía 
participar activamente, junto a la madre y el 
padre, en las acciones de AALAM.  

Como para cada asesinato, es imprescindible 
que la FGR esclarezca los móviles detrás de 

estos tres atroces crímenes y deduzca las res-
ponsabilidades de los autores materiales e in-
telectuales para que se haga una verdadera y 
completa justicia y con el objetivo último de 
evitar su repetición.    

7 de las 8 denuncias (88%) de violación de de-
rechos individuales han sido cometidas contra 
jóvenes menores de 19 (4 de ellos menores de 
edad, 50%), lo que denota con preocupación la 
grave situación de vulnerabilidad de la juven-
tud, también de aquella juventud organizada y 
defensora de los DDHH representada por 
Eduardo y nos llama a todas y todos a trabajar 
en la prevención de la violencia en sus múlti-
ples formas.  

Gráfico 6.  Fuente: elaboración propia con datos de registro interno de ADES Santa Marta.  

______________________ 

4. La Asociación Comité Contra el Sida (CoCoSi)  se fundó el  1999 en Santa Marta por jóvenes hijos e hijas de repoblados en los campamento de refugiados en Mesa Grande, Honduras. 

Actualmente trabaja en la prevención del VIH, ITS y violencia basada en Género las comunidades rurales.  
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3.1 AGRESIONES CONTRA LAS DEFENSORAS DE DDHH 

EN EL MUNICIPIO DE VICTORIA  

En la Defensoría del Pueblo, de la misma ma-
nera que ocurre en otras instituciones, existe 
sólo un sub-registro de las agresiones contra 
las mujeres, debido a que por diferentes razo-
nes (desde la normalización de la violencia al 
miedo a la desconfianza en las instituciones)  
no todas las agresiones son reportadas o de-
nunciadas.  

Desde 2015, la Defensoría empezó un proceso 
de formación con mujeres Defensoras de dife-
rentes edades que forman parte de grupos u 
organizaciones comunitarias, de cuatro comu-
nidades del municipio de Victoria (Santa Mar-
ta, San Felipe, San Antonio, La Bermuda),  pa-
ra analizar los patrones de agresiones específi-
cos y formarnos en  estrategias de protección 
colectiva.  

Las Defensoras que participan en los procesos 
representan varios ámbitos de promoción y de-
fensa de los DDHH. Ellas mismas identifican los 
siguientes: 

 A la auto-determinación de las mujeres, a 
decidir sobre su cuerpo, vivir en igualdad y 
equidad, sin discriminación y sin violencia 

 Una educación de calidad  

 A un medio ambiente sano 

 Al agua 

 A la participación y organización 

 A la recreación y el deporte 

 Al desarrollo de la juventud y  niñez  

 A la salud: mental, emocional, sexual y re-
productiva,  

 A la alimentación sana 

 A la libertad de expresión y comunicación  

 Derechos de las mujeres migrantes 

Los análisis del riesgo especifico desarrollados 
con las Defensoras nos ayudan a tener una fo-
tografía más completa y compleja de la violen-
cia y violaciones a los derechos que enfrentan 
las mujeres, partiendo del análisis del contex-
to patriarcal y machista en el que vivimos y de 
una amenaza circunstancial común a todas co-
mo es la violencia de los grupos criminales y su 
fuerte presencia en las comunidades rurales.   

De los datos que se reportan, analizamos jun-
tas los patrones más frecuentes. Ante todo, 
predomina tanto en el espacio privado como 
público la violencia psicológica y emocional 
que, según el Art.9 de la “Ley especial integral 
para una vida libre de violencia para las muje-
res”,  es:  

“Las mujeres que defienden los DDHH afrontan una carga doble, o triple, en compara-
ción con sus compañeros hombres. Además de tratar con los múltiples abusos de dere-
chos que son el motivo de su trabajo, han de confrontar también los abusos y presiones 

que nuestras sociedades profundamente sexistas y patriarcales imponen contra las muje-
res que levantan su voz.” (EGUREN y CARAJ, 2009: 112). 

“toda conducta directa o indirecta que ocasione daño emocional, disminuya el autoesti-
ma, perjudique o perturbe el sano desarrollo de la mujer; ya sea que esta conducta sea 
verbal o no verbal, que produzca en la mujer desvalorización o sufrimiento, mediante 

amenazas, exigencia de obediencia o sumisión, coerción,  culpabilización o limitaciones 
de su ámbito de libertad, y cualquier alteración en su salud que se desencadene en la 

distorsión del concepto de sí misma, del valor como persona, de la visión del mundo o de 
las propias capacidades afectivas, ejercidas en cualquier tipo de relación.”   
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Muchas Defensoras a lo largo de su vida y tiem-
po de organización han tenido o tienen que 
enfrentar la prohibición de parte de esposos o 
padres, incluso madres o suegras, a participar 
en espacios públicos.  

A los patrones de violencia psicológica sigue la 
violencia económica y la violencia patrimonial 
toda vez que las mujeres dependen del mari-
do. Los casos más graves se dan cuando el ma-
rido es emigrado a Estados Unidos y desde la 
distancia ejerce control económico y psicológi-
co, o cuando tiene problemas de alcoholismo, 
sumado a ello si es el hombre quien posee los 
bienes y propiedades (terreno, casa, el posible 
ganado, etc.).  

 La violencia sexual a través del acoso calleje-
ro es una constante en la vida de las Defenso-
ras,  pero es difícil de cuantificar y a muchas 
veces es normalizada, llevando a que quienes 
la reciben tiendan a ignorarla. 

Las Defensoras de las 4 comunidades reportan 
que hay un fuerte nivel de discriminación hacia 
ellas: por ser mujeres se les niega el acceso a 
muchos recursos y espacios, y se enfrentan con 
mayor frecuencia que los hombres a los abusos 
de poder de las autoridades.  

Al mismo tiempo, se enfrentan a estigmatiza-
ción y discriminación por estar organizadas, 
por participar en espacios públicos e ideología 
política, por su labor de promoción de DDHH, 
se les señala de “bochincheras, de guerrilleras, 
de mala madre”. 

A lo anterior, hay que sumar que el sistema 
patriarcal enseña que las mujeres tienen que 
poner el cuido de las demás personas antes de 
sí misma. Esta falta de autocuidado se concre-
tiza, entre otras acciones,  en posponer visitas 
médicas, en no concederse tiempos de ocio y 
relajación, en sentirse culpable en decir “no, 
no puedo”, etc.  

Sin embargo, a pesar de todo lo anteriormente 
descrito (la amenaza circunstancial, la violen-
cia de género, las agresiones específicas, etc.)  
las Defensoras de Victoria demuestran mucha 
fuerza individual y colectiva y un compromiso 
férreo en hacer realidad que todas y todos  
podamos gozar de los mismos derechos en co-
munidades menos violentas.  Mientras también 
manifiestan que quieren seguir haciendo eso 
de forma  protegidas a través de la articula-
ción y organización.  
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3.1 AGRESIONES CONTRA LAS DEFENSORAS Y LOS 

DEFENSORES DE LA JUSTICIA Y DE LA MEMORIA HISTÓRICA  

En 2015, el círculo de la impunidad se ha ali-
mentado de graves hechos que afectan a todas 
las personas que reivindican el derecho a la 
justicia, a la reparación justa, a la memoria  
histórica.  

En octubre 2015, personas desconocidas alla-
naron las oficinas de la directora del Centro 
DDHH de la Universidad de Washington de las 
cuales robaron computadoras con información 
de sus investigaciones relacionadas con la ma-
sacre del Río Lempa y Santa Cruz 
(Cabañas,1981), poco después de que el Cen-

tro denunciara a la Agencia Central de Inteli-
gencia (CIA) por  mantener secretos documen-
tos relacionados con perpetradores de esas 
violaciones de DDHH en El Salvador.  

En marzo 2016, en ocasión del 35 aniversario 
de la masacre del Río Lempa, el Centro publicó 
los documentos recientemente desclasificados 
entregados al Centro por el Departamento de 
Estado de los EE.UU., en respuesta a solicitu-
des presentadas bajo las leyes federales de los 
EE.UU.  

La impunidad se manifiesta cuando acciones ilícitas e ilegales (como la violación de nuestros derechos) no tienen consecuencias, no son 

castigados por varios factores: falta de una apropiada investigación, debilidad del sistema de justicia, intereses económicos y políticos, 

etc.  

La impunidad no es un hecho aislado o de unos individuos sino es un circulo que se mantiene para garantizar que hechos delictivos se 

mantengan en silencio, lejos ser denunciado, juzgados y castigados, y permite que estos se sigan repitiendo una y otra vez.  

La impunidad se convierte en una estrategia determinante para quienes atropellan y violentan derechos y agreden a las personas que 

defiende derechos, es, la forma legal en que los Estados favorecen las acciones desestabilizadoras, y respaldan a los grupos de poder 

¿Qué es la impunidad? 

Una cultura de impunidad crea un clima de inseguridad: las personas sienten temor, interiorizan  una actitud de indefensión,  

tienen miedo a hablar, a denunciar los agresores, a cuestionar la autoridad. 

 

Se pierde la confianza en la capacidad del Estado de hacer justicia, porque no hay certeza de que cumpla con su responsabilidad.  

Aumentan las conductas agresivas en la sociedad: se exaltan los agresores y represores, y muchas personas prefieren buscar la 

“justicia" por mano propia.  

¿Qué efectos tiene?  

“Los oficiales estadounidenses estaban enterados de la matanza de civiles en el Río 
Lempa ejecutada por las fuerzas del Estado; no estuvieron en desacuerdo con los hechos 
reportados por periodistas y grupos de derechos humanos, ni disputaron la responsabili-
dad de las fuerzas salvadoreñas por estas muertes. Sin embargo, sí objetaron al uso del 

término “masacre” para describirlas. Los oficiales estadounidenses y salvadoreños 
estaban más preocupados con la forma en que los simpatizantes de la guerrilla manipula-

ban estas versiones con fines políticos que con evitar que los hechos se repitieran.” 
 

Conmemoración de la masacre del Río Lempa: Nuevos documentos desclasificados del gobierno de EE.UU. 

Recuperada el 3 de abril de 2016, de  http://unfinishedsentences.org/es/foia-rio-lempa/.  

http://unfinishedsentences.org/es/foia-rio-lempa/
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La impunidad es una estrategia 
que posibilita el  control social, 
manteniendo a las personas en 
estado de resignación e indefensión aprendida. 
En El Salvador la impunidad que se ha mante-
nido desde el conflicto armado (1980-1992) se 
perpetra cotidiana y legalmente bajo la Ley de 
Amnistía de 1993 que, en violación de las nor-
mas internacionales,  niega el acceso a la jus-
ticia y la reparación para las víctimas de viola-
ciones de DDHH cometidas durante el conflicto 
armado. En marzo de 2015, David Morales, Pro-
curador para la Defensa de los DDHH, hizo un 
llamamiento a las autoridades para que pusie-
ran fin a la impunidad imperante por violacio-
nes de DDHH cometidas durante el conflicto 
armado. El procurador también pidió a la 
Asamblea Legislativa que dejara sin efecto le-
gal la Ley de Amnistía, e instó al Fiscal General 
de la República a que investigara de manera 
efectiva las denuncias de las víctimas.  

En cuanto a los casos de las masacres de Río 
Lempa y Santa Cruz  nunca se realizó una in-
vestigación formal, tampoco una exhumación o 
conteo oficial de los muertos. Al contrario, el 
Coronel Ochoa Pérez que estuvo al mando del 
Destacamento militar número 2 en Cabañas en 
el momento de la masacre de Santa Cruz,  fue 
diputado de la Asamblea Legislativa durante 
años.  A raíz de las denuncias y trabajo de bús-
queda de justicia y memoria histórica de la 
población de Santa Marta junto con alianzas 
nacionales e internacionales, el caso de la ma-
sacre de Santa Cruz tiene un expediente abier-

to aunque no en la Fiscalía de 
DDHH como corresponde sino 
que ha sido asignado a la Unidad 

Fiscal Especial Antipandillas y Delitos de Homi-
cidio de San Salvador, donde la investigación 
no ha avanzado debido al gran cargo de casos 
que lleva esa Unidad. 

Siguen manteniéndose en impunidad también 
los asesinatos de la Defensora Ambientalista 
Dora Sorto y su bebé Enmanuel con 8 meses de 
gestación, de los Defensores Marcelo y Ramiro 
Rivera así como las agresiones contra comuni-
cadoras y comunicadores populares de Radio 
Victoria y miembros de organizaciones locales 
que se perpetraron entre 2009 y 2012.  

En noviembre 2015, a dos semanas de la visita 
a El Salvador del magnate minero canadiense 
Frank Giustra,  el  Juzgado Segundo de Instruc-
ción de Santa Tecla ordenó la libertad condi-
cional para Rodrigo Chávez Palacios, apelada 
posteriormente por la FGR. Chávez Palacios 
fue Vicepresidente de Pacific Rim en El Salva-
dor en los años de mayor represión contra las 
Defensoras y Defensores de DDHH de Cabañas. 
Fue arrestado el 7 de septiembre de 2014 y 
sentenciado a treinta años de prisión por asesi-
nar a un empleado de la Alcaldía de Santa Te-
cla, pena posteriormente rebajada a 11 años.  
La FGR nunca ha aceptado las reiteradas peti-
ciones de las organizaciones de Cabañas y na-
cionales de ampliar la investigación contra Ro-
drigo Chávez como posible mandante intelec-
tual de los asesinatos de los Defensores am-
bientalistas.  
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CONCLUSIONES 

En un contexto de crisis internacional del capi-
tal financiero por recuperar los bienes natura-
les estratégicos que en consecuencias ataca a 
las comunidades que viven en los territorios 
donde se encuentran dichos bienes, la defensa 
de los DDDH y la protección de las Defensoras y 
Defensores se encuentran en riesgo también en 
nuestro departamento.  

El juicio ante el CIADI, desde el 2009, ha cos-
tado al Estado aproximadamente 12 millones 
de dólares para defender el derecho de negar 
a la empresa Pacific Rim el permiso de explo-
tación en Cabañas, a los cuales hay que añadir 
los $250 millones que el Estado debería pagar 
si perdiera el juicio. Millones de dólares que 
pudieran haberse invertido en escuelas, cen-
tros de salud, centros de deportes, programas 
de prevención de la violencia etc. en nuestras 
comunidades. 

Es por ello que la población no puede aceptar 
que algunas instituciones del Estado abran sus 
puertas y sean cómplices de la Fundación El 
Dorado cuya estrategia es, como hemos visto, 
penetrar en las comunidades a través de men-
tiras sobre el impacto negativo del extractivis-
mo y la compra de voluntades con acciones de 
tendencia más caritativa que de promoción de 
derechos y justicia social. Su estrategia, junto 
con el mal accionar de autoridades locales, 
debilita los tejidos sociales de las comunidades 
que representan el primer nivel de protección 
de quienes luchan por los derechos de todas y 
de todos. 

Recordemos que los Estados están obligados a 
prevenir situaciones que puedan conducir, por 
acción u omisión, a la afectación de los DDHH. 
Urge entonces que la Asamblea Legislativa 
apruebe la Ley que prohíba definitivamente la 
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Minería Metálica en El Salvador, tal y como de-
manda el 77% de la opinión publica entrevista-
da en la encuesta realizada por el Instituto 
Universitario de Opinión Pública de la UCA 
(IUDOP) en julio 2015, y la Ley General de 
Agua.  

Además, los altos índices de violencia en el 
país -que han aumentado en el Departamento 
de Cabañas en este año– y una estrategia pura-
mente de represión indiscriminada, como he-
mos analizado, restringen los espacios de labor 
las Defensoras y Defensores, afectando de ma-
nera específica a las mujeres. Lo cual nos lleva 
a exhortar al Estado salvadoreño a avanzar en 
su diálogo con las organizaciones de la socie-
dad civil, a poner en práctica el “Plan El Salva-
dor Seguro” basado en un enfoque integral y 
de respeto y garantía de los DD.HH., así como 
a implementar mecanismos de reducción de los 
altos niveles de impunidad, del pasado cercano 
como los asesinatos y amenazas del 2009-2012, 
y del pasado más lejano como son las masacres 
y violaciones masivas de DDHH cometidas du-
rante el conflicto armado. 

Las amenazas y atentados contra las personas 
que defienden DDHH tienen una repercusión 
colectiva grave sobre el ejercicio de otros de-
rechos en una democracia, considerando que 
pueden generar un “efecto amedrentador so-
bre otras defensoras y defensores, ya que el 
temor causado frente a tal hecho podría dismi-
nuir directamente las posibilidades de que ta-
les personas ejerzan su derecho a defender los 
derechos humanos a través de la denuncia”5. 

Es por ello, que los Estados parte de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH), como El Salvador,  tienen la obligación 
no sólo de respetar los DDHH de las personas 
defensoras, sino también de prevenir violacio-
nes en su contra.  

Este deber de protección no sólo exige que el 
Estado se abstengan de intervenir en los dere-
chos y libertades de las Defensoras y Defenso-
res sino que además, debe adoptar las medidas 
necesarias para prevenir de forma razonable 
las amenazas, hostigamientos y agresiones que 
puedan generarse en su contra, independiente-
mente de que éstas provengan de actores esta-
tales o de particulares y de tomar todas las 
medidas necesarias para remediar las violacio-
nes cometidas en contra de su integridad física 
y psíquica. Estos deber de prevención y repara-
ción están previsto tanto en el Sistema Univer-
sal de DDHH, específicamente en la Declara-
ción de la Organización de Naciones Unidad 
(ONU)6 de 1998 como el Sistema Interameri-
cano Declaración de la Organización de los Es-
tados Americanos (OEA)7 de 1999, ambas ratifi-
cadas por El Salvador.  

Concluimos aclarando que por Estado entende-
mos los Poderes Ejecutivo, Judicial, Legislativo 
(establecidos desde las Municipalidades locales 
hasta la Gobernanza central) y la Sociedad Ci-
vil, y que por los deberes de protección ante-
riormente citados no podemos tolerar el accio-
nar abusivo y corrupto de autoridades locales, 
por lo que seguiremos denunciando su falta de 
ética gubernamental. 

CAPITULO IV - CONCLUSIONES 

______________ 

5. CIDH. Informe sobre la Situación de las Defensoras y Defensores de los Derechos Humanos en 

las Américas, OEA/ser. L/V/II.124, 7 de marzo de 2006, párr. 108. 

6. “Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de 

promover y proteger los DDHH y las libertades fundamentales universalmente reconocidos”  

7. “Declaración de  Defensores de los Derechos Humanos en las Américas. Apoyo a las tareas que 

desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y 

protección de los Derechos Humanos en las Américas”  
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